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AUTORIDADES NACIONALES.-

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la Sentencia de 11 de abril de 2012, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, dentro de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho incoada contra la Nación – Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional. 

LA DEMANDA

Estuvo encaminada a obtener la nulidad del Oficio No. 08916 ARPRE GRUPE – RAD No. E0803 - 051201 de 28 de abril de 2008, proferido por el Jefe Grupo de Pensionados de la Secretaría General de la Policía Nacional, mediante el cual se le negó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes. 

Como consecuencia de la anterior declaración, a título de restablecimiento del derecho, solicitó condenar a la entidad accionada a: Reconocerle y pagarle en su condición de esposa del Agente (f) JOSE MAURO CRIOLLO YAQUENO (q.e.p.d.), la pensión de sobreviviente en el 100% del sueldo que devengue por todo concepto un Agente de la Policía Nacional, a partir del 27 de diciembre de 1990, fecha en la que falleció; cancelarle las primas, salarios, aumentos, bonificaciones y demás derechos que se hayan causado a partir de su deceso; pagarle la indemnización por la diferencia que resulte con la verdadera liquidación que le corresponda por la muerte de su esposo; declarar que no ha operado el fenómeno de la prescripción cuatrienal de las mesadas, toda vez que la petición fue elevada en término, pero nunca fue atendida favorablemente; reconocerle y pagarle el equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales por su postración física y síquica  causados por la entidad al no reconocerle el derecho reclamado; dar cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 176, 177 y 178 del C.C.A. y del Decreto 768 de 1993 y condenar en costas y gastos a la entidad accionada.

Para fundamentar sus pretensiones expuso los siguientes hechos:

El señor José Mauro Criollo Yaqueno (q.e.p.d.), laboró al servicio de la Policía Nacional por 5 años, 2 meses y 11 días, momento en el cual perdió la vida, en un accidente de tránsito, muerte que fue calificada en “ACTIVIDAD”.

La demandante elevó petición a la Institución, solicitando el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes en su favor, petición que fue resuelta negativamente mediante el Oficio No. 08916 ARPRE- GRUPE - RAD E0803 - 051201 de 28 de abril de 2008, bajo el argumento de que “el causante no alcanzó a laborar el tiempo suficiente para que sus familiares accedieran al derecho reclamado”.

Agotada la vía gubernativa y teniendo en cuenta que la pensión está enmarcada en la excepción contenida en el artículo 136 del C.C.A., este derecho se puede reclamar en cualquier momento por ser una prestación periódica.

NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN

Como disposiciones violadas cita las siguientes:

Constitución Política, artículo 13, Decreto 1212 de 1990 y Ley 100 de 1993, artículos 46 a 48.

La actora consideró que el acto acusado está viciado de nulidad, por las siguientes razones:

La Policía Nacional al aplicar el Decreto 1212 de 1990 para negar la pensión de sobrevivientes reclamada, desconoce los fines esenciales del Estado y contraviene el principio constitucional de igualdad.

Pese a que el causante pertenecía a un régimen excepcional, frente al tema de la pensión por muerte, se ve una flagrante desigualdad al régimen general de pensiones, dado que ante el fallecimiento de un  miembro de la Institución, se aplica la norma de los 15 años de servicio, disposición que vulnera el principio de igualdad lo cual genera una desmejora en el tema de la pensión de sobrevivientes.

Los beneficiarios de los miembros de la Fuerza Pública, tienen derecho a acceder a las prestaciones consagradas para la generalidad de la población, dado que cumplen con las semanas de cotización previstas en dicho régimen, por lo cual, insistir en aplicar las normas especiales de la Policía Nacional deviene en un tratamiento discriminatorio carente de justificación alguna.

En la situación de la señora Aleida María Palacio Palacio se le debe dar la aplicación a la Ley 100 de 1993, toda vez que su esposo en el último año había cotizado más de 26 semanas, lo que le permite acceder a la pensión de sobrevivientes, motivo suficiente para que en derecho se le reconozca la pensión reclamada.

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA


La entidad accionada mediante apoderado ejerció su derecho de contradicción frente a la acción incoada, oponiéndose a las pretensiones de la demanda, en los siguientes términos (fls. 55 a 59):


No es factible admitir las apreciaciones de la parte demandante, como quiera que el acto mediante el cual se negó el reconocimiento de la pensión vitalicia a la señora Aleida María Palacio Palacio, cumplió con las disposiciones vigentes y como la muerte de su esposo JOSÉ MAURO CRIOLLO ocurrió dentro del marco del artículo 122 del Decreto 1213 de 1990, esto es “Muerte en actos del servicio”, no tiene derecho al reconocimiento pretendido.

Así mismo, consideró que la señora Aleida María Palacios no puede acceder a la pensión reclamada, pues no cumplió con los requisitos que la norma señala (12 años), por lo tanto no es dable que el Estado efectúe tal reconocimiento teniendo en cuenta el principio de favorabilidad de la Ley 100 de 1993.

LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA


El Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia, mediante Sentencia de 11 de abril de 2012, negó las súplicas de la demanda bajo los siguientes argumentos (fls. 83 a 91 vto):

El artículo 122 del Decreto 1213 de 1990, establece que para tener derecho a la pensión de sobrevivientes, cuando la muerte de los miembros de la Policía Nacional se produzca por actos propios del servicio, estos deben haber cumplido 12 o más años en la institución, para que sus beneficiarios puedan tener derecho a la pensión.

De ahí que la Ley 100 de 1993 al establecer en el artículo 46 los requisitos que  deben cumplir los beneficiarios para acceder a la pensión de sobreviviente, es menos rigurosa y más favorable que la establecida en el Decreto 1213 de 1990, en la medida en que para su reconocimiento sólo exige un mínimo de 26 semanas de cotización, lo cual no ocurre con el régimen especial, en el que se requiere de 12 años de servicios; no obstante se debe aclarar que la misma Ley, en su artículo 279 consagró el régimen de excepción para su aplicación.

Como quiera que la Ley 100 de 1993 entró a regir el 1° de abril de 1994, esta norma no es aplicable al presente asunto, pues el deceso del causante se produjo con anterioridad a la entrada en vigencia de la misma; además que por tratarse de un régimen general no se aplicaría a los miembros de la Fuerza Pública, quienes cuentan con normatividad especial. 

Sin embargo, el Juez de instancia no puede apartarse de la aplicación de los principios de favorabilidad y proporcionalidad, puesto que sería ir en contravía de los criterios de justicia y equidad que una persona que ha estado vinculada a su régimen de seguridad social durante un período superior al contemplado en la Ley 100 de 1993, que es de 26 semanas, tenga menor derecho que aquella que falleció con posterioridad a la vigencia de la referida norma y que pertenecía a un régimen común.

De lo anteriormente expuesto, la Ley 100 de 1993 es más favorable en comparación con el Decreto 1213 de 1990, sin embargo, esta disposición en su artículo 279 consagró el régimen excepcional para su aplicación, en la medida en que introduce en el mismo unas condiciones más favorables para sus prestaciones sociales, porque de lo contrario habría que acudir al Sistema General.

Señaló que con la documentación arrimada al expediente no demostró en forma idónea la calidad de cónyuge que ostenta respecto del señor José Mauro Criollo Yaqueno (q.e.p.d.), pues si bien allegó la partida eclesiástica de matrimonio, este documento no constituye la prueba, pues solo es idóneo para acreditar situaciones del estado civil de las personas, ocurridas antes de la vigencia de la Ley 92 de 1938. 

Para el presente caso el documento que acreditaba el vínculo existe entre la señora Aleida María Palacios y señor Criollo Yaqueno (q.e.p.d.), es el Registro Civil de Matrimonio, documento que no allegó para demostrar la existencia del vínculo matrimonial pese a que el mismo fue solicitado mediante providencia de 18 de enero de 2012, haciendo la demandante caso omiso del decreto judicial.

EL RECURSO 


La actora interpuso recurso de apelación contra la decisión del A quo, exponiendo los motivos de inconformidad que a continuación se indican (fls. 95 a 102):

A pesar de pertenecer el acusante a un régimen excepcional, en el tema de la pensión por muerte, existe una flagrante desigualdad frente a la norma general, toda vez que el especial es menos beneficioso en tal sentido.

El Consejo de Estado en repetidas oportunidades se ha pronunciado señalando “(…) que resulta evidente que el extinto hijo de los actores cumplió con el requisito del artículo 46 al 48 de la Ley 100 de 1993, toda vez que presto sus servicios personales por más de tres años y de cuyo hecho se colige sin temor que durante el último año cotizo las de 26 semanas, motivo suficiente para que en derecho se reconozca la pensión reclamada en esta acción (…)”.

La entidad no debió negar el reconocimiento de la pensión con fundamento en una norma que es violatoria del derecho a la igualdad dado que el señor José Mauro Criollo había cotizado en el último año más de 26 semanas.

Si bien es cierto, la Sala solicitó se allegara el Registro Civil de Matrimonio de la señora Aleida Palacio Palacio y el señor José Mauro Criollo Yaqueno, éste fue aportado al proceso después de la notificación de esta providencia, es decir que el A quo hizo caso omiso a este documento; circunstancias que no ameritaba negar la súplicas de la demanda, toda vez que el registro civil de matrimonio fue radicado con fecha de 24 de febrero de 2012, es decir antes de la providencia apelada.

Como no se observa causal de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a decidir previas las siguientes.

CONSIDERACIONES

Problema Jurídico 

Consiste en determinar si la señora Aleida María Palacio Palacio tiene derecho al reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes por la muerte del Agente José Mauro Criollo Yaqueno.

Acto demandado

Oficio No. 08916 ARPRE GRUPE – RAD No. E0803 - 051201 de 28 de abril de 2008, por medio del cual el Jefe Grupo de Pensionados de la Secretaría General de la Policía Nacional negó el reconocimiento y pago de la pensión de sobreviviente.
De lo probado en el proceso

- El Agente José Mauro Criollo Yaqueno (q.e.p.d) ingresó a la Policía Nacional el 12 de noviembre de 1985 (fl. 3).

- De conformidad con el informe administrativo por muerte No. 0006 de 24 de enero de 1991 y la Licencia de inhumación No. 261 de 27 de diciembre de 1990, el señor Criollo Yaqueno falleció el 27 de diciembre de 1990, en actos del servicio (fls. 4 y 79).

- De acuerdo con el Registro Civil de Matrimonio, José Mauro Criollo Yaqueno y Aleida María Palacio Palacio, contrajeron matrimonio católico el 14 de julio de 1990 (fl. 94).

- A través de la certificación de 21 de julio de 2008, se indicó que la última unidad donde laboró el señor Criollo Yaqueno (q.e.p.d.) fue “Estación Envigado – Medellín – Policía Metropolitana Valle de Aburra” (fl. 49).

- El 28 de marzo de 2008, la actor, solicitó el reconocimiento y pago de la pensión de sobreviviente (fls. 5 a 7).

- El 28 de abril de 2008, mediante el Oficio No. 08916 ARPRE – GRUPE RAD No. E0803-051201, el Jefe de Grupo de Pensionados de la Policía Nacional, negó el reconocimiento de la pensión de sobreviviente solicitada, argumentando que esa prestación únicamente podía decretarse cuando el agente hubiere cumplido 12 o más años de servicio (fl. 2).

ANÁLISIS DE LA SALA

De acuerdo con lo anterior, la Sala abordará el tema analizando el régimen especial de los miembros de la Policía Nacional y el régimen General – Sistema de Seguridad Social Integral, para así abordar el caso en concreto. 

Régimen aplicable a los miembros de la Policía Nacional. 

El artículo 124 del Decreto 1213 de 1990, que modifica el Estatuto de Personal de Agentes de la Policía Nacional, establece que en el informe administrativo por muerte debe calificarse la causa, atendiendo las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrió el hecho. Su tenor literal es el siguiente:

“ARTICULO 124. INFORME ADMINISTRATIVO. En los casos de muerte previstos en los artículos 121, 122 y 123 de este Decreto, las circunstancias de modo, tiempo y lugar, en las cuales se sucedieron los hechos serán calificadas por: los Directores de dependencias de la Dirección General de la Policía o de las Escuelas de Formación, Comandantes de Departamento y Jefes de Organismos Especiales, de acuerdo con el procedimiento que establezca la Dirección General, la cual queda facultada para modificar la calificación de las circunstancias en que ocurrieron los hechos, cuando éstas sean contrarias a las pruebas allegadas”.

En cuanto a las prestaciones a las que tendrán derecho los beneficiarios del causante cuando la muerte sea calificada “en actos del servicio”, el artículo 122 ibídem preceptúa:

“ARTICULO 122. MUERTE EN ACTOS DEL SERVICIO. Durante la vigencia del presente Estatuto, a la muerte de una Agente de la Policía Nacional en servicio activo, ocurrida en actos del servicio o por causas inherentes al mismo, sus beneficiarios en el orden establecido en el presente Decreto, tendrán derecho a las siguientes prestaciones:

a. A que el Tesoro Público les pague, por una sola vez, una compensación equivalente a tres (3) años de los haberes correspondientes, tomando como base las partidas señaladas en el artículo 100 de este Decreto.

b. Al pago doble de la cesantía por el tiempo servido por el causante.

c. Si el Agente hubiere cumplido doce (12) o más años de servicio, a que por el Tesoro Público se les pague una pensión mensual la cual será liquidada y cubierta en la misma forma de la asignación de retiro, según el tiempo de servicio del causante”.(Subrayado fuera de texto)

De acuerdo con lo anterior este régimen especial, ampara a los beneficiarios del agente fallecido en actividad con una indemnización equivalente a 3 años de los haberes de actividad devengados y con el pago doble de las cesantías causadas, como en efecto sucedió en el presente caso, pero además consagró el derecho a la pensión de sobrevivientes solamente para quienes cumplieron 12 años o más de servicios a la Institución, razón por la cual los 5 años, 2 meses y 11 días servidos por el fallecido, resultaron insuficientes para su reconocimiento.

Régimen General - Sistema de Seguridad Social Integral.

Ahora bien, con la Ley 100 de 1993 se creó el Sistema de Seguridad Social Integral, con el objetivo de amparar a la población en las contingencias de vejez, invalidez y muerte, a través del otorgamiento de pensiones y otras prestaciones, para los afiliados y sus beneficiarios, encaminadas a proteger los derechos fundamentales y a crear mecanismos de carácter económico que contrarrestaran las circunstancias de desamparo, pérdida de capacidad laboral o vulnerabilidad a las que se veían sometidos.

El artículo 46 ibídem, establece la pensión de sobrevivientes en los siguientes términos:

“ARTÍCULO  46. Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes: 

  

1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez, o invalidez por riesgo común, que fallezca, y 

2. Los miembros del grupo familiar del afiliado que fallezca, siempre que este hubiere cumplido alguno de los siguientes requisitos: 

  a. Que el afiliado se encuentre cotizando al sistema y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) semanas al momento de la muerte; 

  b. Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca la muerte. 

 PARÁGRAFO. Para efectos del cómputo de las semanas a que se refiere el presente artículo se tendrá en cuenta lo dispuesto en los parágrafos del artículo 33 de la presente Ley.”. 

A su vez el artículo 12 de la Ley 797 de 2003 preceptúa:

“El Artículo 46 de la Ley 100 de 1993 quedará así: Requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes. Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes:

1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo común que fallezca y,

2. Los miembros del grupo familiar del afiliado al sistema que fallezca, siempre y cuando éste hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres últimos años inmediatamente anteriores al fallecimiento y se acrediten las siguientes condiciones:

a) Muerte causada por enfermedad: si es mayor de 20 años de edad, haya cotizado el veinticinco por ciento (25%) del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte años de edad y la fecha del fallecimiento;

b) Muerte causada por accidente: si es mayor de 20 años de edad, haya cotizado el veinte por ciento (20%) del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte años de edad y la fecha del fallecimiento.

Parágrafo 1°. Cuando un afiliado haya cotizado el número de semanas mínimo requerido en el régimen de prima en tiempo anterior a su fallecimiento, sin que haya tramitado o recibido una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez o la devolución de saldos de que trata el artículo 66 de esta ley, los beneficiarios a que se refiere el numeral 2 de este artículo tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes, en los términos de esta ley. (…).”.

En este sentido la Corte ha expresado:

“(…) Actualmente, el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, que modificó la norma original, exige que el afiliado fallecido hubiera cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los tres últimos años (los inmediatamente anteriores al fallecimiento) y que se acrediten los requisitos contemplados en los literales a) y b) de dicho artículo 12 acusado, donde se requiere, para que los beneficiarios tengan derecho, que los afiliados demuestren una fidelidad de cotización para con el sistema de al menos el 20% del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte años de edad y la fecha del fallecimiento. 

 Es decir, la exigencia de fidelidad de cotización, que no estaba prevista en la Ley 100 de 1993, es una medida regresiva en materia de seguridad social, puesto que la modificación establece un requisito más riguroso para acceder a la pensión de sobrevivientes, desconociendo la naturaleza de esta prestación, la cual no debe estar cimentada en la acumulación de un capital, sino que por el contrario, encuentra su fundamento en el cubrimiento que del riesgo de fallecimiento del afiliado se está haciendo a sus beneficiarios.

Ciertamente, en materia de configuración legislativa en torno a la seguridad social, la carta le reconoce al legislador un amplio margen de configuración, al sostener en el artículo 48 que la seguridad social deberá prestarse con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, “en los términos que establezca la Ley”, otorgando así una competencia específica al legislador y reconociéndole un amplio margen de libertad de configuración para regular la materia. No obstante, es obvio que la libertad de configuración legislativa en ese campo no es absoluta, sino que, por el contrario, encuentra límites sustanciales que delimitan su actuación en aras de proteger los principios básicos del Estado Social de Derecho, de suerte que se le impone un superior grado de responsabilidad social y política.

 Por tanto, la previsión de establecer un mínimo de cotización, así como una serie de porcentajes y sumas que cubren el riesgo de muerte, debe reportar un beneficio progresivo que favorezca a la colectividad. Específicamente en este caso, lo que se busca es que las contingencias de quien fallece, no repercutan aún de mayor manera contra quienes se encuentran en grave situación involuntaria de necesidad y requieren un trato protector, que les permita continuar con una pervivencia digna.

 En este caso, se aumentó el número de semanas cotizadas y se estableció un nuevo requisito de fidelidad al sistema, esto es, una cotización con una densidad del 20% y del 25% del tiempo transcurrido entre los extremos que la ley señala, desconociendo que esa exigencia no puede ser cumplida en igualdad de condiciones; por ejemplo, si una persona al fallecer por enfermedad tiene 40 años de edad, debe contar con un mínimo de 5 años de cotizaciones, que correspondería al 25% del tiempo cotizado, el cual se ve incrementado en la medida que pasen los años, pues siguiendo el mismo ejemplo si el afiliado al fallecer cuenta ya no con 40 sino con 60 años de edad, el requisito correspondiente al 25% del tiempo, ascendería a 10 años de cotizaciones.  (…).”.

Así las cosas, si bien es cierto la Ley 100 de 1993, consagra el derecho a la pensión de sobrevivientes solicitada por la señora Aleida María Palacio Palacio, es de resaltar que esta norma entró en vigencia el 1° de abril de 1994, lo que significa que al momento del fallecimiento del señor José Mauro Criollo Yaqueno (27 de diciembre de 1990) la disposición aplicable es el Decreto 1213 de 1990, norma que estaba rigiendo. 

Esta Corporación en Sala Plena de 25 de abril de 2013, frente al criterio de la Retrospectividad, rectificó este argumento que había sido adoptado, señaló que en materia de sustitución pensional no se podía dar aplicación a una Ley posterior, dado que la norma que debe tenerse en cuenta es la vigente al momento del deceso; preciso
:

“(…) La jurisprudencia de esta Corporación
 ha considerado que en circunstancias especiales no satisface las mínimas garantías que sí satisface el régimen general y cuando éste resulta más favorable que el especial, debe preferirse su aplicación; no obstante, es necesario tener en cuenta que la ley favorable que se debe aplicar es la que esté vigente al momento en que se habría causado el derecho  (subrayado fuera de texto).

El derecho a la pensión de sobreviviente se causa al momento del fallecimiento del pensionado, es decir, en el caso analizado las normas que gobiernan la pensión de sobreviviente que hubiera podido surgir con ocasión del fallecimiento del señor Jaime Reyes son las que se estaban vigentes el 19 de octubre de 1985, pues fue durante su vigencia cuando se produjo el deceso y por tanto, cuando se pudo consolidar el presunto derecho reclamado.

La Ley 100 de 1993, que consagra el derecho pensional de sobrevivientes solicitado por la actor, entró en vigencia el 1° de abril de 1994 de conformidad con lo previsto en su artículo 151, que es del siguiente tenor literal (…).

Es decir, no estaba en vigencia al momento del fallecimiento del causate, razón por la cual no puede aplicarse para resolver la situación pensional aquí reclamada.

Para la Sala es evidente que lo que pretende la demandante es la aplicación retroactiva de la Ley 100 de 1993, pues considera que le es benéfica y favorece sus pretensiones; no obstante, los derechos prestacionales derivados de la muerte del señor Reyes se consolidaron a la luz de las normas vigentes al momento de su fallecimiento, lo que lleva a afirmar que no es viable la aplicación de la Ley que se pretende toda vez que ello iría en contravía del principio de irretroactividad de la Ley, derivado de la Ley 153 de 1887. (…)”

Del caso en Concreto.

La parte actora pretende la nulidad del Oficio No. 08916 ARPRE – GRUPE RAD No. E0803-051201, por medio del cual se le negó el reconocimiento de la pensión de sobreviviente solicitada.

Del material probatorio que reposa en el expediente se observa que al momento del fallecimiento del señor Ciollo Yaqueno había laborado por un término de 5 años, 2 meses y 11 días, por lo que la entidad demandada, aplicó el régimen especial consagrado en el Decreto 1213 de 1990 (artículo 122), que establece una indemnización equivalente a 3 años de los haberes de actividad devengados por éste y el pago doble de las cesantías causadas, como en efecto sucedió en el presente, pues el Agente fallecido no cumplió con el requisito del tiempo señalado en esta norma, que es de 12 años de servicio en la institución para poder acceder a la pensión de sobrevivientes.

De acuerdo a lo expuesto y de conformidad con la normatividad referida anteriormente, considera la Sala que no hay lugar a la aplicación del principio de favorabilidad consagrado en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993, toda vez que al momento del fallecimiento del señor José Mauro Criollo Yaqueno, esto es, 27 de diciembre de 1990, la normatividad que se encontraba vigente era el Decreto No. 1213 de 1990, que gobierna la pensión de sobreviviente y la cual debe ser aplicada a la beneficiaria en el presente caso, dado que la Ley favorable que se debe aplicar, es la actual al momento del deceso del agente fallecido y no una norma posterior como es la Ley 100 de 1993, que entró a regir el 1° de abril de 1994. 

Como quiera que al momento de la muerte del Agente Criollo Yaqueno se acreditó su vinculación por 5 años, 2 meses y 11 días al servicio de la Policía Nacional, la entidad demandada reconoció a la beneficiaria  Aleida María Palacio Palacio, una indemnización, ya que para acceder al beneficio pensional no se logró acreditar, el tiempo señalado en esta disposición, es decir, 12 años de servicio.

Así las cosas, el proveído impugnado que negó las súplicas de la demanda debe ser confirmado en los términos anteriormente expuestos. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA

CONFÍRMASE la Sentencia de 11 de abril de 2012, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, que negó las súplicas de la demanda incoada por Aleida María Palacio Palacio contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional. 
RECONÓCESE Personería a la abogada María Esperanza Buitrago Barón, identificada con C.C. No. 20.859.360 de Quipile - Cundinamarca y T.P. No. 153.088 del C.S. de la J., como apoderada de la entidad demandada, en los términos y para los efectos, conferidos en el poder obrante a folio 117 del expediente. 

Cópiese, notifíquese y devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase.
La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en la presente sesión.

BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ           GERARDO ARENAS MONSALVE

� Providencia de 25 de abril de 2013, con Ponencia del Dr. Luís Rafael Vergara Quintero, Radicación No. 76001-23-31-000-2007-01611-01 (1605-09).


� Ver, entre otras, las sentencias de octubre 7 de 2010, Consejero Ponente LUÍS RAFAEL VERGARA QUINTERO, radicación No. 76001-23-31-000-2007-00062-01 (0761-09); febrero 18 de 2010, Consejero Ponente GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN, radicación No. 08001-23-31-000-2004-00283-01 (1514); abril 16 de 2009, Consejero Ponente VICTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA, radicación No. 76001-23-31-000-2004-00293-01 (2300-06).





